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Congreso de los Diputados

Palabras del ministro de Justicia, Rafael Catalá, durante su comparecencia ante la comisión de Justicia del Congreso
15 de octubre de 2014.- A continuación reproducimos el discurso íntegro del ministro de Justicia, Rafael Catalá. Este material es meramente orientativo y para facilitar el trabajo de los periodistas. Solo tendrán validez las palabras pronunciadas por el ministro en la comisión de Justicia.
Discurso
“Señor Presidente; Señorías:

Acudo a esta Comisión de Justicia para informar sobre las líneas generales de la política de mi Departamento, en cumplimiento de la que, una vez asumida esta cartera, es sin duda una insoslayable responsabilidad institucional; pero, como profesional que ha dedicado su carrera al servicio de la Administración y del Estado, esta comparecencia representa también para mí una satisfacción personal que no puedo ni quiero ocultar. Soy muy consciente, de hecho, de la importancia de una Comisión cuya función valoro extraordinariamente. Por encima de coincidencias o discrepancias entre los distintos Grupos, sé que todos compartimos una preocupación sincera por el estado de la Administración de Justicia española. Por eso, aunque comparezco a petición propia, considero que ello no va en menoscabo de la solicitud que en el mismo sentido hizo el Grupo Socialista y el Grupo de la Izquierda Plural muy poco después de conocerse mi nombramiento. Cada uno desde nuestro respectivo papel, de Gobierno u oposición, tenemos que participar en este gran debate político en el que estamos obligados a un intercambio de ideas del que siempre pueden surgir mejoras, y en el que deberíamos ser capaces de identificar todo aquello en lo que estamos de acuerdo, que tal vez sea más de lo que suponíamos.

INTRODUCCIÓN

Quizá un primer punto de encuentro podemos encontrarlo en el diagnóstico de la situación de la Administración de Justicia. Quiero también repasar con ustedes las grandes cifras de nuestros recursos presupuestarios, que crecen por vez primera en esta Legislatura. Y adelantarles ya enseguida, antes de entrar en los ejes de mi actuación de gobierno, una serie de medidas que podemos poner ya en marcha encaminadas a mejorar las condiciones en las que desarrollan su trabajo los distintos cuerpos y profesionales que participan en la Administración de Justicia. 

1. Diagnóstico de la Justicia

Antes de analizar los puntos concretos de la reforma en curso, me parece conveniente saber de dónde partimos.

No podemos ignorar, sino todo lo contrario, la percepción altamente crítica de los ciudadanos hacia la Administración de Justicia. Así lo demuestran los trabajos demoscópicos más cualificados, como los del centro de Investigaciones Sociológicas, el cual, por otra parte, aprecia también una mejor valoración en aquellos ciudadanos que han tenido un contacto directo con la Administración de Justicia.

Sin embargo, creo que es también nuestra obligación identificar qué elementos son los que están detrás de esa mala imagen de la Justicia, y actuar sobre ellos de manera que no oscurezcan el balance general de una Administración que también es capaz de trabajar con eficacia. Si me permiten la metáfora, se trataría de acotar los puntos negros de nuestra Administración de Justicia, que, al igual que en una red vial, necesitan una urgente mejora. Porque una vez resueltos, quizá nuestra percepción del conjunto mejore en una medida considerable, si bien siempre conscientes de que por las características de esta Administración, cuyo objetivo principal es dirimir controversias entre dos partes que litigan, la percepción de la justicia dependerá de factores objetivos que son los que podemos y tenemos que mejorar -por ejemplo el tiempo de respuesta- y de factores subjetivos derivados del resultado del pleito para cada una de las partes, en las que difícilmente ambas van a estar satisfechas.

¿Cuál es el cuadro de la situación? Me permitirán Sus Señorías que lo describa con cierto detalle.

El análisis detallado de los distintos indicadores estadísticos de la actividad en juzgados y tribunales  nos pone en presencia de notables diferencias interterritoriales que se traducen en que, en última instancia, los ciudadanos reciben una respuesta muy heterogénea según su territorio de procedencia.

Partiendo de los datos de litigiosidad según cifras del Instituto Nacional de Estadística y del Punto Neutro Judicial, el Ministerio ha realizado una explotación de datos donde el punto de partida son las diferentes cifras de litigiosidad registradas en unas y otras comunidades. Mientras que en Andalucía se ingresan 214 asuntos al año por cada 1.000 habitantes, en el País Vasco solo se registran 129. Naturalmente, el desarrollo de planta judicial se ha producido atendiendo a estas diferencias y tratando de contrarrestar el impacto en los tiempos de respuesta mediante la creación de un mayor número de unidades judiciales allí donde las necesidades son mayores. No obstante, no siempre el ritmo de creación ha sido suficiente ni se han podido paliar diferencias estructurales o, en ocasiones, coyunturales que repercuten en la calidad del acceso a la Justicia. 

Pero las grandes diferencias no son solo interterritoriales, también son perceptibles si comparamos los distintos órdenes jurisdiccionales: un asunto en un juzgado de lo mercantil se espera que se resuelva en 39 meses mientras que en un juzgado de instrucción el tiempo de respuesta medio es de 1,7 meses.

No se puede ignorar que hay un alto porcentaje de juzgados y tribunales que se encuentran en situación de sobrecarga, pero el hecho de que muchos otros se sitúen en índices muy favorables, incluso en situaciones de infrautilización, permite pensar en medidas alternativas de flexibilización que redunden en una mejor distribución de recursos. En torno al 30% de las unidades judiciales en funcionamiento no alcanzan el ingreso óptimo fijado en el módulo que aprueba el CGPJ. Como ejemplo podemos observar que mientras los juzgados de Primera Instancia superan, como promedio, en un 84% el módulo mencionado, los juzgados de menores se sitúan un 37% por debajo.

Si a estos pocos indicadores, insisto que solo son ejemplos y comparando directamente Comunidades Autónomas, le agregamos otras variables como litigiosidad, jueces por habitante o asuntos por juez, y descendemos a ámbitos territoriales más concretos, podremos obtener un diagnóstico más certero de la situación, descubrir dónde y porqué hay juzgados capaces de superar todas las medias, al igual que ofrecer soluciones a los que se alejan de esa deseado nivel de eficacia y celeridad al que todos aspiramos.

Esta es una labor que nunca podría hacer solo este Ministerio. Es más. Estamos convencidos que lo más inteligente es ofrecer nuestra colaboración al órgano que mejor puede recabar y gestionar esos datos: el Consejo General del Poder Judicial. Insisto: confeccionar, mediante una información fiable y transparente, un mapa judicial que incluya esos puntos negros es la premisa para acertar a la hora de utilizar lo mejor posible los recursos humanos de los que disponemos. Nuestra voluntad ha sido y es atender esas solicitudes de refuerzo que nos traslada el propio Poder Judicial, pero también lo es que de ese esfuerzo se obtengan los mejores resultados posibles. No puede ser otra nuestra meta. Es así como, por ejemplo, contribuiremos eficazmente a resolver situaciones como esos dos millones de sentencias sin ejecutar que en estos momentos se acumulan en los órganos judiciales de toda España y que han despertado el interés y la preocupación del Pleno de esta Cámara. Nuestra aspiración es que la elaboración de este diagnóstico, punto de partida para diseñar propuestas que satisfagan las carencias y necesidades de nuestra planta judicial, sea fruto del diálogo y la colaboración con el que será el destinatario de las medidas para mejorar el funcionamiento de nuestros juzgados y tribunales. 

En definitiva: hay problemas, pero no problemas sin solución, y por tanto podemos abordarlos sin necesidad de una enmienda a la totalidad del sistema, manejando unos tiempos y unos recursos que están a nuestro alcance. Necesitamos pensar, desde el realismo, y no como un acto de fe, que la reforma de la Justicia es posible, y que podemos impulsarla paso a paso. Esa es al menos mi intención. Porque caer en un diagnóstico catastrofista de la situación sería por una parte injusto con los profesionales de la Justicia que trabajan diariamente en nuestros juzgados y tribunales, en los despachos de abogados, o en cualquier otro ámbito del Derecho. Y por otra, nos abocaría seguramente a un pesimismo contraproducente. Insisto: podemos resolver muchos problemas.

Y si bien para ello en algunos casos tendremos que reforzar la planta judicial, no es esta la única medida que permita una mejora de la Administración de Justicia: hay que buscar fórmulas alternativas que garanticen la optimización de los recursos de manera que sea posible una mejor distribución de las cargas de trabajo entre juzgados sobrecargados y no sobrecargados, o una simplificación o automatización de procedimientos que, garantizando la tutela judicial efectiva, permitan dar una mejor respuesta a la ciudadanía.  

2. Presupuesto

Para impulsar la necesaria reforma de la Administración de Justicia, mientras garantizamos además su funcionamiento diario, contamos con unos recursos que, como siempre en cualquier asunto de gobierno, son limitados, pero de los que tenemos que hacer un uso inteligente, mediante una gestión eficaz. De hecho, me oirán hoy hablar mucho de gestión, porque creo que es una de las claves para resolver los problemas de la Justicia española.

Pero, aun siendo limitados, esos recursos van a ser en 2015 los que se consignan en un presupuesto que, por primera vez en esta Legislatura, experimentan un incremento respecto al ejercicio anterior, fijándose en los 1.599 millones de euros.

Y ello como consecuencia de un compromiso claro del Gobierno con la mejora de la Administración de Justicia. El Ministerio de Justicia con esos 1.599 millones de euros, crece un 1,2%, después de haber disminuido el 6,3% en 2012, el 4,2% en 2013 y el 2,3% en 2014. La recuperación económica que experimenta nuestro país permite aumentar ahora el gasto social, la dotación para pensiones contributivas, el gasto en educación, y, como vemos, los recursos de la Administración de Justicia. Podremos así mantener, e incluso reforzar, partidas tan importantes como la de justicia gratuita, la lucha contra la violencia de género y la asistencia a las víctimas.

Déjenme comentarles brevemente que, por capítulos, los gastos de personal que conforman el primero de ellos se mantienen en el mismo nivel que el de este año: 1.218,1 millones de euros, que representan el 82,5% del total del presupuesto. En este apartado se aprecia el impacto positivo de medidas ya adoptadas por este Gobierno. Así, al cerrar el ejercicio presupuestario de 2013 se ha constatado una reducción del gasto por sustituciones superior al 42%. En el capítulo 2, correspondiente a gastos corrientes, la reducción alcanza el 10,3%, situándose en 128,7 millones de euros. El capítulo 4, de transferencias corrientes, aumenta en un 3,3%, es decir, alcanza los 1,5 millones de euros, que permitirán reforzar partidas tan importantes como la ya mencionada de justicia gratuita, la lucha contra la violencia de género o la asistencia a las víctimas. El capítulo 6, el de inversiones, es el que experimenta un mayor incremento: un 26%, o, lo que es igual, 16 millones de euros más, hasta situarse en 77,5 millones, de los cuales más de 59 se destinarán a la modernización tecnológica del sistema de la Administración de Justicia, y los 18 restantes al Plan de Infraestructuras y Equipamientos.

En lo que se refiere a los organismos adscritos al Ministerio, el Centro de Estudios Jurídicos tendrá un incremento de casi el 20% de su presupuesto 10,5 millones de euros; la Agencia Española de Protección de Datos contará con 14,1 millones de euros, un 4,6% más; y la Mutualidad General Judicial se mantiene prácticamente igual, pues solo sube un 0,4%, hasta los 99,3 millones de euros.

3. Atención a las necesidades de los operadores jurídicos 

La voluntad de diálogo, y el reconocimiento de la importancia que reviste el capital humano de nuestra Administración de Justicia, me llevan a adelantarles ya desde este momento una serie de medidas que conciernen directamente a los distintos operadores jurídicos.

Creo, en efecto, que, analizando la situación de los colectivos relacionados con la Justicia, tenemos que prestar una gran atención a sus necesidades, a su situación y a sus problemas más inmediatos. Jueces, fiscales, Secretarios Judiciales, Personal al servicio de la Administración de  Justicia que comprende a los Cuerpos de Médicos Forenses; facultativos, técnicos especialistas y personal de laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses; personal del cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa; de Tramitación Procesal y Administrativa; y de Auxilio Judicial. También hablo de abogados del Estado, notarios, registradores, abogados, procuradores, graduados sociales... Todos ellos van a ser atendidos en la labor que pretendo desempeñar como Ministro.    

Porque hacer de la Administración de Justicia un servicio público de referencia, a la altura de las expectativas de ciudadanos, empresas e inversores, es un desafío que requiere apoyarse en todos. Es preciso que cada uno de los profesionales vinculados con esta Administración aporte lo mejor de sí mismo. Y, al mismo tiempo, es voluntad de mi Departamento contar con todos y cada uno de ellos.

De modo voy a dar aquí unas pinceladas de las medidas más inmediatas y acuciantes que adoptaré en relación con alguno de estos colectivos. 

.-Carrera Judicial 

La profesionalización de la justicia ha sido siempre una apuesta clara de este Gobierno, tal y como se puede constatar en el programa electoral y en el discurso de investidura del Presidente Rajoy. 

Pero para conseguir esta profesionalización tenemos que empezar por algo tan natural como asegurarnos de que los jueces que salen de la Escuela Judicial puedan hacer efectiva su vocación de servicio público desde una unidad jurisdiccional. Y lo cierto es que en los últimos años la Administración de Justicia española no ha sido capaz de garantizarlo.

Desde 2011 la planta judicial permanece inalterada, cuando lo cierto es que la Escuela Judicial ha seguido aportando nuevas promociones de jueces a nuestro sistema de Justicia. Es decir, que la falta de creación de unidades judiciales en los últimos años, mientras se seguían convocando oposiciones a la carrera judicial y fiscal, ha generado un desequilibrio entre las plazas existentes y el número de miembros de la carrera judicial en activo. Ese desfase hace que tengamos jueces a la expectativa de destino a quienes no se les puede asignar plaza en propiedad. Dado que hay 445 jueces sin adscribir, y solo 169 vacantes que puedan serles ofrecidas, existe un déficit de 276 plazas.

Pues bien, para paliar esta situación el Gobierno va a crear 282 unidades jurisdiccionales con el fin de resolver esta grave disfunción, que tenía sumida en la incertidumbre a una parte de la carrera judicial: precisamente aquella que, por su juventud, está llamada a dar un nuevo impulso a la Justicia española durante los próximos años. No podemos permitirnos que ese valioso caudal de compromiso con la Ley y la sociedad quede sumido en la frustración o la desesperanza. Tenemos que enviarle un mensaje claro: la Administración de Justicia hará todo lo posible para que encuentren los medios con los que ejercer plenamente la función jurisdiccional que les es propia, desarrollando en condiciones razonables la trayectoria profesional que se espera de ellos.

.-Fiscales

La política general respecto a la plantilla fiscal consiste en cubrir las vacantes estructurales, atender las necesidades de la Fiscalía en materia de lucha contra la corrupción, así como la adscripción de fiscales a los Fiscales de Sala de Criminalidad Informática y de Cooperación Penal  Internacional, además de posibilitar la creación en las Fiscalías de unidades de investigación que faciliten la tramitación de los procedimientos de especial dimensión y complejidad. Este mismo mes se celebrará una oposición para 50 futuros fiscales, cuya incorporación como miembros de la carrera se prevé para junio de 2015.

Pero además es preciso resolver un problema parejo al de los jueces: en estos tres últimos años no ha sido posible la modificación de la plantilla de la Fiscalía, mientras que, como consecuencia de la convocatoria de pruebas selectivas de acceso han seguido incorporándose nuevos miembros a la carrera fiscal, estando prevista la incorporación de 50 nuevos fiscales en junio de 2015. Esta situación produce un desequilibrio entre los miembros de la carrera fiscal y el número de plazas de la plantilla, lo que genera que haya fiscales en situación de expectativa de destino, sin poderles asignar la titularidad de una plaza, cuya situación es preciso regularizar.

Por otro lado, la actividad de la Fiscalía en la lucha contra la corrupción, con la consiguiente dedicación de mayor número de fiscales para afrontarla, el incremento de la actividad internacional de la Fiscalía y el desarrollo de la informática en los últimos años y en consecuencia de los delitos relacionados, entre otros factores, hacen necesaria la modificación de la plantilla.

El Ministerio de Justicia quiere crear 46 plazas de fiscal, distribuidas por todo el territorio nacional, y pertenecientes a varias categorías.

.- Secretarios Judiciales 

Más allá de jueces y fiscales, regidos en atención a sus especialísimas funciones por regímenes y estatutos propios, contamos con los Secretarios Judiciales, reconocidos como máximos responsables de la Oficina Judicial, capital humano decisivo de este Ministerio al representar la cohesión y unión a nivel nacional. Dicho Cuerpo, tradicionalmente infrautilizado, ha alcanzado el impulso merecido como Directores de la oficina judicial, contribuyendo con ello a mejorar los resultados de trabajo en la Administración de Justicia. 

Los Secretarios Judiciales han dictado 1.542.939 decretos definitivos, descongestionando con ello la carga de trabajo de Juzgados y Tribunales. En la Oferta de Empleo Público del 2014 se ofertaron 160 plazas y se espera que en los próximos años se pueda ir aumentando dicha oferta para eliminar o reducir el número de vacantes. El Ministerio se plantea además revisar el Estatuto de este Cuerpo para adecuar su esfuerzo y compromiso con su situación organizativa. 

.-Personal al servicio de la Administración de Justicia

Además de los Secretarios, la Administración de Justicia cuenta con otros profesionales y funcionarios imprescindibles para su correcto funcionamiento. Me refiero a los Cuerpos de Médicos Forenses; de  facultativos, técnicos especialistas y personal de laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses; de Gestión Procesal y Administrativa; de Tramitación Procesal y Administrativa; y de Auxilio Judicial. Todos ellos son piedras angulares de nuestro modelo judicial. Sin su quehacer diario, la Justicia en España se colapsaría. Es intención de este Ministro revisar y redefinir a fondo las funciones asignadas a cada uno de estos Cuerpos para mejorar aún más su eficacia, con objeto de generar sinergias, mejorar la investigación criminal, y, en definitiva, dotar de mayor calidad al conjunto de la Administración de Justicia.

La Ley Orgánica del Poder Judicial nos va a permitir mejorar en varios aspectos las condiciones en que desarrollan su trabajo muchos de los profesionales que se integran en la Administración de Justicia. Hemos trabajado con las organizaciones sindicales en este apartado, y quisiera mencionar ahora esas mejoras.

Comienzo por la promoción interna del personal al servicio de la Administración de Justicia, siempre que no haya oferta público de empleo o el número de plazas convocadas sea reducido. Se establecerá una antigüedad mínima de dos años para participar en dichos procesos. Esto garantiza la promoción interna aun cuando no haya oferta pública de empleo o esta sea muy insuficiente. Creemos que así incentivamos la idea de que formar parte del personal de la Administración de Justicia significa tener una carrera profesional que puede evolucionar y crecer, algo que todavía no está muy generalizado entre estos profesionales.

En segundo lugar, se reconocerá a los miembros del Cuerpo de Gestión procesal el carácter de agente de la autoridad a la hora de documentar los embargos, lanzamientos y demás actos cuya naturaleza lo requiera. Los procuradores podrán así realizar por sí solos los actos de comunicación de tal carácter.

Habrá un reconocimiento expreso al personal al servicio de la Administración de Justicia de funciones dirigidas a la protección y asistencia a las víctimas, así como de apoyo a actuaciones de justicia restaurativa y de solución extraprocesal, todo lo cual viene a estar en consonancia con el Estatuto de la Víctima.

También habrá una previsión de un escalafón propio para cada uno de los Cuerpos que conforman este personal y se pretende incluir a los funcionarios de Justicia en la ampliación a dos años de la reserva del puesto de trabajo del periodo de excedencia voluntaria para atender al cuidado de cada hijo o de un familiar que se encuentre a su cargo por razones de edad, accidente, enfermedad o discapacidad y que no pueda valerse por sí mismo, como ya ocurre en la carrera judicial y fiscal y está contemplado en el Estatuto Básico del Empleado Público. 

.-Abogados, procuradores, graduados sociales 

Es necesario conocer, entre otros, los puntos de vista y los planteamientos de abogados y procuradores sobre cómo estiman que debe ser el modelo hacia el que tenemos que evolucionar. Tanto unos como otros, desde su estratégica posición en contacto directo y permanente con los ciudadanos y con la Administración de Justicia ofrecen un valioso y certero diagnóstico de la situación, muy a tener en cuenta. 

Hace justo una semana, tuve la oportunidad de intervenir ante el Pleno del Consejo General de la Abogacía para transmitirles en primera persona, desde la mutua confianza y lealtad, esa disposición a estudiar algunos aspectos vinculados con las reformas que se están efectuando y que afectan a su profesión. Por no repetirme, simplemente las citaré, pues ya me he referido a ellas en otro momento: la evaluación del impacto de la Ley de Tasas; la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita , que siendo un servicio que funciona razonablemente bien nuestra obligación es mejorarlo, así como algunos otros aspectos deontológicos; y en último lugar, también el Anteproyecto de Ley de Servicios y Colegios Profesionales, cuya tramitación está siendo impulsada por el Ministerio de Economía y Competitividad, pero parte de cuyo contenido está directamente vinculado con las profesiones de abogado y procurador. En este sentido, el Ministerio de Justicia, conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley de Enjuiciamiento Civil, continuará defendiendo, tal como se recoge en el último texto, la incompatibilidad entre ambas profesiones. 

En todo caso, este Ministerio quiere entablar cauces directos de diálogo y colaboración tanto con abogados y procuradores como con los graduados sociales, para que fructifiquen en iniciativas concretas que nos permitan avanzar en una misma dirección, contribuyendo, cada uno en el ejercicio de sus competencias y responsabilidades, a hacer de la Administración de Justicia un servicio público del que todos podamos sentirnos orgullosos.

.-Notarios 

Entre los profesionales que el Ministerio tiene en gran aprecio están los notarios, a los que se va a prestar el apoyo necesario para que lleven a cabo con éxito las nuevas funciones que resultarán de la desjudicialización de determinados expedientes de jurisdicción voluntaria. Nos proponemos también modernizar su función preventiva en ámbitos como el control de cláusulas abusivas o, incluso, la simplificación de los documentos notariales que pueden ganar en claridad, favoreciendo aún en mayor medida la seguridad jurídica.

También conozco que existen 90 notarios que habiendo superado las oposiciones  actualmente carecen de plaza propia. Me comprometo a solucionar este problema convocando inmediatamente el concurso.  

Por otro lado, quiero anunciar que estoy trabajando para dar respuesta a las necesidades de racionalización de las demarcaciones notarial y también la registral. 

Principales ejes de actuación
Señorías, los españoles escogieron definirse en el artículo primero de la Constitución como un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores la justicia y la igualdad, además de la libertad y el pluralismo político. Hay, pues, una estrecha vinculación entre esa naturaleza social del Estado, cuyo desarrollo, con todos los matices que se quiera, conduce al Estado del Bienestar, y la consideración de la justicia y la igualdad como valores que han de estar en todo momento presentes en la convivencia de nuestra sociedad, y que los Poderes Públicos no solo tienen el deber de proteger, sino también de promover.

En este sentido tenemos que reflexionar acerca de si la Justicia española, que está integrada por excelentes profesionales, pero que también arrastra problemas que todos conocemos, está siendo capaz como Administración de cumplir satisfactoriamente con ese papel que la sociedad le exige, y que son tan cotidianos y tan importantes para cada ciudadano como poder acudir de un modo sencillo en busca de una respuesta judicial a su problema particular sin tener que perderse en laberintos administrativos, procesales o normativos, que deberían ser una ayuda, y nunca un obstáculo.

En definitiva, lo que me propongo desarrollar durante esta Legislatura son dos grandes líneas de gobierno, a partir de esta doble vertiente. Una entiende la Justicia como servicio público y la otra atiende a la naturaleza de la Justicia como Poder del Estado y elemento vertebrador de la sociedad.

1.-Impulso a la Justicia como servicio público

 1.1. Justicia accesible y eficaz

a) Análisis y eventual revisión de las tasas judiciales

Permítanme que, comenzando por el primer aspecto, el de la Justicia como servicio público, hablemos de tasas judiciales. Estoy seguro de que todos tenemos interés en ello. Porque, indudablemente, el propio concepto de la Justica como servicio público está directamente vinculado con las facilidades de acceso a los tribunales para el ciudadano. 

Hay que tener información real y fiable para saber el quién, cuándo y cómo de su repercusión en los ciudadanos y en las empresas. Con esa voluntad y con ese estudio detallado de la situación e impacto de las tasas, nos sentaremos con todos los operadores jurídicos y con los grupos parlamentarios para escuchar sus puntos de vista y aportaciones. Y una vez hecho esto, se analizará si procede una mejora de la aplicación de la Ley. Por tanto, en materia de tasas, como en todas los demás, el Ministerio de Justicia será coherente con ese compromiso de ejercer el diálogo que asumí el mismo día de mi toma de posesión.

b) Justicia gratuita

Este Gobierno, consecuente con ese planteamiento de la Justicia como servicio público, tiene especial interés en que nadie se quede sin ejercer su derecho a la tutela judicial efectiva por falta de recursos. Prueba de ello es que ha querido ampliar el número de beneficiarios de la asistencia jurídica gratuita. Una intención plasmada en el proyecto de Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, actualmente en fase de ponencia en esta misma Comisión, y cuyos principales beneficios ya se adelantaron mediante el Decreto Ley 3/2013, de 22 de febrero. Las principales novedades de esa iniciativa se pueden agrupar en dos medidas. La primera de ellas es la elevación de los umbrales de renta que dan acceso a este derecho. La otra medida es el reconocimiento como beneficiarios, con independencia de sus recursos, de determinados colectivos. Además, esta norma también aumenta la cartera de prestaciones, incluida la exención del pago de la tasa, que se ofrece a los beneficiarios, que son los que podrán escoger libremente cuáles de ellas deciden usar.

Bien es verdad que en esta fase parlamentaria habrá que abordar aquello que contribuya a mejorar la prestación de este servicio, así como determinados aspectos deontológicos que constituyen la principal demanda del colectivo de abogados. 

Para terminar este capítulo de la asistencia jurídica gratuita, apuntar que el presupuesto para 2015 para financiar este servicio en las cinco Comunidades Autónomas gestionadas por el Ministerio –Baleares, Castilla León, Castilla-La Mancha, Extremadura y Murcia– más Ceuta y Melilla, se incrementa en un 2,3% respecto a los dos años anteriores, hasta alcanzar los 34,9 millones de euros. En lo que se refiere a la financiación del mayor número de beneficiarios derivado de la nueva regulación en aquellas Comunidades que han asumido competencias en la materia será un asunto que se abordará directamente en los presupuestos, donde se creará un nuevo apartado en el Capítulo IV, para que mediante Convenios con las Comunidades Autónomas se garantice la prestación del servicio.  

En todo caso, será un aspecto completamente desvinculado del debate sobre las tasas. 

c) Registro Civil y medidas CORA

Si hay un ámbito de la Administración de Justicia con el que todos los ciudadanos sin excepción tienen una relación a lo largo de su vida es el del Registro Civil. De ahí que su eficaz funcionamiento sea imprescindible para mejorar la Justicia como servicio público. En primer lugar, estamos abordando su necesaria desjudicialización, prevista en la Ley 20/2011, del Registro Civil, cuyo plazo se ha prorrogado, mediante el Decreto-Ley 8/2014 hasta julio de 2015.

Los registradores son el cuerpo designado para la llevanza del Registro Civil. Pero estoy convencido de que no hay reforma posible sin colaboración de los funcionarios públicos a los que se dirige. Por eso, revisaré el proyecto inicialmente concebido para la llevanza del Registro Civil desde un principio de diálogo con los operadores jurídicos y los colegios profesionales en los que se integran. Me comprometo a constituir una comisión mixta integrada por el Ministerio de Justicia y el Colegio de Registradores que, desde ese planteamiento de colaboración, tendrá que estudiar cómo diseñar un sistema que haga posible la máxima mejora del servicio, empleando de modo más eficaz los recursos existentes y garantizando la gratuidad de los servicios que requieran los ciudadanos, y por supuesto la titularidad estatal de los datos registrales y su máxima protección.

Asimismo, el Registro Civil también es protagonista de algunas de las medidas propuestas por la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA), y que ya se están desarrollando mediante reformas legislativas remitidas a esta Cámara, como la que permitirá la tramitación electrónica desde los centros sanitarios tanto de los nacimientos como de las defunciones.

Continuando con otras mejoras propuestas por la Comisión de Reforma de las Administraciones orientadas a la mejora del funcionamiento de los registros, en este caso de la propiedad, hay que referirse a la reforma legislativa que facilitará al intercambio telemático de información gráfica y documental entre el catastro y los propios registros de la propiedad, reforzando la seguridad jurídica que ya ofrecen ambos. Del mismo modo, para agilizar esas relaciones de los ciudadanos con la Administración de Justicia estamos trabajando en el desarrollo de otra propuesta de la CORA, como es la creación y puesta en marcha de un portal único de subastas electrónicas, tanto administrativas (Tesorería General y Agencia Tributaria) como judiciales y extrajudiciales. Para ello, se conectarán, a lo largo del 2015, todos los sistemas con la Agencia Estatal gestionada por el BOE en beneficio del ciudadano. 

1.2.-La Justicia como factor de competitividad socioeconómica

Llegados a este punto quisiera llamar la atención sobre la importancia de la Administración de Justicia como factor inspirador de confianza en los agentes económicos, y, en consecuencia, en la localización de inversiones. Un aspecto al que repetidamente se refieren tanto el Informe sobre Competitividad Global (Global Competitiveness Report) elaborado por el Foro Económico Mundial como la propia estrategia denominada Justicia para el crecimiento que propugna la Comisión Europea.

Un Estado de Derecho que puede comprometerse a ofrecer la necesaria seguridad jurídica tiene mayores oportunidades de atraer el capital y los recursos productivos que se requieren para crear riqueza y generar puestos de trabajo. Si conseguimos que la Administración de Justicia mejore sus tiempos de resolución de los asuntos ingresados, así como su funcionamiento general, con un marco normativo claro y una gestión eficiente de los recursos de los que disponemos, estaremos trasladando un mensaje de confianza en aquellos que tienen que estudiar cuál es el escenario más apropiado para establecer su actividad de negocio en un entorno tan global y competitivo como el actual.

Es obvio que el sostenimiento de los servicios públicos que el Estado del Bienestar comporta requiere un nivel de actividad económica suficiente para poder sufragarlos. Al final, el interés de las empresas de hallar una respuesta rápida a sus conflictos viene a coincidir con la necesidad del ciudadano de que el crecimiento económico se vea estimulado por la llegada de la inversión exterior. Del mismo modo, la apuesta por el emprendimiento dentro de la sociedad española, muy clara por parte del Gobierno, requiere de esa fluidez, al igual que la buena marcha de las pequeñas y medianas empresas y las grandes compañías que son mascarón de proa de la marca España.

Estoy informado, en fin, de las estimaciones que el Ministerio de Justicia ha hecho en torno a los recursos financieros que permanecen retenidos como consecuencia de estar pendientes de una resolución judicial. Y pienso que esos 25.000 millones de euros –21.000 en el orden civil, 2.100 en el contencioso-administrativo, y otro tanto en el social– podrían jugar un importante papel de estímulo económico que no debemos perder de vista.

¿Cómo conseguir esto? Asegurando la necesaria estabilidad de nuestro sistema de Justicia, sin renunciar a las mejoras que podamos abordar. Es decir, siguiendo una estrategia, que me propongo seguir fielmente, que fue la que el Presidente Rajoy marcó en su debate de investidura, cuando expuso una fórmula muy clara: “Pocas leyes –dijo– pero buenas”. Es lo que me propongo hacer.

El fomento de la competitividad socioeconómica de España a través de una mejora de su sistema de Justicia no está asociado a una única norma o medida. Todo lo que contribuya a agilizar los tribunales estimulará el crecimiento económico y la creación de puestos de trabajo. Sin embargo, hay cuatro que me parecen determinantes: el Código Mercantil, el arbitraje, la mediación y la Jurisdicción Voluntaria.

El respaldo a la mediación y el arbitraje, que ya disponen de sus respectivas normas reguladoras, forman parte de este eje que apuesta por las soluciones más eficaces, al igual que la Ley de Jurisdicción Voluntaria. Estos mecanismos proveen a la sociedad de instrumentos que permiten resolver sus diferencias de un modo en ocasiones más rápido y económico que la vía judicial. No se trata de desplazar la tutela judicial, sino de reubicarla de tal forma que no sea siempre ni la única ni la primera opción para solucionar un conflicto. Cómo ya ha escrito algún especialista, el derecho a la tutela judicial efectiva se está transformando en el derecho de los ciudadanos a elegir libremente el medio de solución de los conflictos que mejor se adapta a cada caso.

a) El Código Mercantil

Quizá se trate de una de las iniciativas legislativas más complejas que podamos concebir, pero, por su importancia, no quiero dejar de mencionarla. Además de compilar toda la dispersa legislación mercantil y ponerla al día superando un Código de Comercio de finales del siglo XIX, el Anteproyecto de Código Mercantil supone una oportunidad única de garantizar la unidad de mercado que la economía española necesita.

b) El arbitraje

Hablaré ahora del arbitraje. Hace una semana, en la clausura de un Congreso Internacional sobre esta materia, expresé el pleno apoyo de este Ministerio a este instrumento. Un apoyo que se materializa, no solo en la Legislación propia del Arbitraje que data de 2003 –era un punto incluido en el Pacto por la Justicia-, y actualizada en 2011; sino que se extiende a nuestra constante labor de renovación del Derecho Privado. Ejemplo de ello es la recientemente aprobada Ley de Navegación Marítima, que favorece la recuperación de la jurisdicción internacional perdida, en lo que se refiere tanto a los tribunales como al arbitraje en España. El futuro Código Mercantil es otro instrumento llamado a facilitar el recurso al arbitraje. 

c) La mediación

En materia de mediación, ha sido este Gobierno el que le dado ha dado un impulso definitivo gracias a la Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles, y al Real Decreto 980/2013, de 13 de diciembre. Aun así, un estudio del Parlamento Europeo sobre la incorporación de la Directiva 2008/52/CE sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles reconoce que el uso de la mediación es inferior al 1% de todos los litigios en la Unión Europea. Sin embargo, en España abogamos por su fortalecimiento a través de varias vías. Una de ellas es la mediación electrónica. Se trata de un procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos, reservado para reclamaciones de hasta 600 euros, y cuya principal característica será la agilidad, pues su duración no excederá de un mes. Otra de ellas es aportando la necesaria confianza y transparencia entre sus potenciales usuarios; que, de esta forma estarán abiertos a la inclusión de cláusulas de mediación en los contratos civiles y mercantiles. Para ello, hemos regulado la formación con que deben contar los mediadores; a la vez que hemos creado un Registro de Mediadores y de Instituciones de Mediación, que hay que impulsar. Queremos también acercar la mediación a los tribunales, mediante la promoción de convenios que permitan dar a conocer la mediación a aquellos que hasta ahora sólo se veían abocados a pleitear ante los tribunales.

d) La Jurisdicción Voluntaria

En lo que se refiere a la Jurisdicción Voluntaria, recientemente se ha remitido a las Cortes un Proyecto de Ley que supone un avance sustancial en el proceso de modernización de la Administración de Justicia, y que, al mismo tiempo, confía a distintos operadores jurídicos una serie de expedientes. Gracias a esta futura norma, y sin menoscabar en ningún supuesto el derecho a la tutela judicial efectiva, se facilitará a los ciudadanos la tramitación y resolución de numerosos expedientes, que afectan directamente a sus derechos tanto de la esfera personal como patrimonial, aunque existan situaciones de conflicto o contraposición de intereses, pero con una delimitación clara de aquellos casos en los que los intereses o naturaleza de la contienda y la mejor tutela de los derechos de los ciudadanos exija la intervención de los tribunales, como puede ser el divorcio de mutuo acuerdo cuando no existan hijos. También hay que valorar el positivo efecto que, una vez en vigor, tendrá esta Ley en la carga de trabajo de los Tribunales, pues redistribuirá entre diferentes operadores jurídicos los más de 50.000 expedientes de jurisdicción voluntaria que anualmente se tramitan en los juzgados.

e) Comisión General de Codificación 

Pero el afán modernizador de este Gobierno no se agota en los cuatro textos normativos a los que me acabo de referir. Nuestra voluntad es adecuar el ordenamiento jurídico a los cambios que se producen tanto en el seno de sociedad, incluidas instituciones como la familia, como en el tráfico económico. Para ello contamos con una eficaz herramienta, pues aúna la solvencia jurídica del ámbito académico con la experiencia de grandes profesionales y expertos del derecho. Me refiero a la Comisión General de Codificación. Un órgano básico para la elaboración de las propuestas legislativas del Ministerio de Justicia, en ámbitos extraordinariamente complejos como son los relativos a las bases de las obligaciones contractuales, el Derecho de Sociedades o las reformas en materia de familia, entre otras. Es nuestro objetivo potenciar y apoyar su trabajo. Con arreglo a criterios de profesionalidad e independencia se procederá al nombramiento de nuevos miembros que refuercen el trabajo de los vocales que actualmente ya desarrollan estas tareas. Como acabamos de ver, nuestro objetivo es impulsar la tramitación del Código Mercantil, al que debe seguir la actualización del libro IV del Código Civil sobre obligaciones y contratos, así como al régimen de algunos contratos, como es el de préstamo, cuya renovación es una urgencia a la vista de los problemas de sobreendeudamiento producidos estos últimos años. Además revisaremos su normativa reguladora y pondremos en funcionamiento nuevas secciones. 

1.3. Una Administración electrónica en expansión

El ciudadano valora extraordinariamente un elemento que tenemos todavía que impulsar en mucha mayor medida que la de su realidad actual: la Administración electrónica. Se ha dicho antes, pero no se insistirá lo suficiente: no nos podemos resignar a que la imagen de un juzgado siga siendo la de un almacén de legajos donde los asuntos de los ciudadanos se apilan en montones de expedientes repartidos por las dependencias judiciales. La Justicia es otra cosa. Y las relaciones que los ciudadanos mantienen entre sí diariamente, en su trabajo y en su vida privada, se desarrollan haciendo uso de unos medios tecnológicos que ya son pura cotidianidad. Lo mismo cabe decir de muchas de las Administraciones públicas, locales, autonómicas o estatales, en su trato con el ciudadano. El propio concepto de la oficina judicial, y la preparación de los profesionales que en ella intervienen, han sido hasta ahora muy superiores a los medios técnicos que son necesarios para su correcto funcionamiento. En suma: las nuevas tecnologías son herramientas imprescindibles para conseguir una Justicia ágil, accesible y de calidad, y por eso son una prioridad para mí.

a) Inversiones

Bien es verdad que acaba de producirse un importante punto de inflexión respecto a la disponibilidad de recursos. El presupuesto reservado para 2015 a la partida tecnológica que es responsabilidad del Ministerio de Justicia ha igualado e incluso superado al existente en 2008, año en que comenzó la crisis financiera internacional, desencadenante de la recesión posterior. En efecto: los 55,5 millones de euros presupuestados para el próximo ejercicio suponen un incremento del 41,1% respecto a los 39,3 millones de 2014. Tenemos 16,1 millones más que el año pasado, y 4 más que los que se destinaron a tecnología en 2008.

Es cierto que con ese presupuesto debemos hacer frente a muchos proyectos de funcionalidad muy diversa, aunque generalmente relacionados con el concepto de la interconexión, que lógicamente es el predominante en un mundo que cada día más se configura en red.

b) Cuatro proyectos innovadores

Un proyecto innovador es la mejora de los sistemas informáticos del Ministerio Fiscal y su interconexión con las aplicaciones informáticas de las oficinas judiciales, de tal manera que sean posibles tanto las notificaciones de la Fiscalía de forma telemática como la relación de la oficina judicial con esta última por la misma vía.

Especial relevancia para la gestión de los aspectos económicos de los procedimientos judiciales: el sistema que da soporte a la cuenta de depósitos y consignaciones, que desde 2012 incorpora dos funcionalidades de gran eficacia, como canal de comunicación de envío de órdenes de embargo sobre cuentas corrientes a la vista en entidades financieras y sobre devoluciones de la Agencia Tributaria. Utilidades que, además de aumentar la eficacia, implican la progresiva desaparición del papel y la reducción aparejada del correo postal.

1.- El expediente electrónico en la Audiencia Nacional

Como saben ustedes, la implantación del expediente electrónico en la Audiencia Nacional ha tenido una larga y dificultosa historia hasta ahora. Es hora de progresar algo más. Actualmente está implantado en la Sala de lo Social y en los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo. En lo que queda de Legislatura, tenemos que extenderlo a las demás secciones de la Sala de este mismo orden jurisdiccional. También tenemos que ser capaces de hacer real el denominado Cargador de Expedientes en las Administraciones Públicas, que no es otra cosa que una aplicación web para agilizar la actividad procesal relacionada con las peticiones de los órganos judiciales a las Administraciones públicas, de manera que vayamos eliminando poco a poco la documentación en papel mediante un mecanismo rápido y seguro. También aquí empezaremos por la Sala de lo Contencioso, en cuya Sección Tercera ya se han desarrollado sistemas que hacen posible la Firma Colegiada y el Voto Particular.

2.- Migración de los sistemas de gestión procesal

Otro reto importante es el que plantea la sustitución del sistema de gestión procesal conocido como Minerva, que soporta, allí donde las competencias de Justicia no han sido transferidas a las Comunidades Autónomas, la tramitación electrónica de la información relativa a los procedimientos judiciales. Para poder conectar todos los sistemas, es preciso reemplazar a Minerva por el llamado Sistema Integrado de Justicia, pero sin que el servicio que presta se vea afectado. Dicho Sistema Integrado es el que permitirá alcanzar la interoperabilidad total, y por eso nace con la idea de ser puesto a disposición de todas las Comunidades Autónomas que deseen su implantación total o parcial, sin necesidad de desaprovechar, sino todo lo contrario, las inversiones en tecnología que ya han hecho estas.

Precisamente porque este es un proyecto en el que estamos colaborando todos, existe el Comité Técnico Estatal de la Administración de Justicia, donde trabajan las Comunidades Autónomas, el Ministerio de Justicia, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado.

3.- Lexnet

Otra herramienta es Lexnet, un sistema multiplataforma de intercambio seguro de información entre los órganos judiciales y diversos operadores jurídicos. Entre otras cosas, permite la presentación telemática de escritos de trámite e inicio de procedimientos por parte de procuradores y graduados sociales. El uso de Lexnet no ha dejado de crecer desde 2012. En lo que llevamos de 2014 ha tramitado 33,7 millones de notificaciones, y ha servido para la presentación de 182.457 escritos. Pero podemos potenciarlo todavía más, tendiendo esta mano tecnológica a todos aquellos que quieran incorporarse a esta red, para lo cual hará falta una activa política de convenios de colaboración como la que ya se ha plasmado en los suscritos con la Junta de Andalucía y la Xunta de Galicia, o el que próximamente se firmará con Canarias, y por supuesto los que han incorporado a operadores como la abogacía, los procuradores y los graduados sociales. Más allá de lo puramente territorial, creo que también deberían formar parte del sistema otros colectivos como los letrados de las Administraciones locales o los cuerpos de Policía para el envío de atestados.

Se trata, en resumen, de conseguir en las relaciones internas de la Administración de Justicia, y en las de esta con la sociedad, lo que los ciudadanos ya han alcanzado hace tiempo haciendo uso de las nuevas tecnologías: un estado de permanente conexión que incremente la eficacia y la rapidez de la información que entre todos tenemos.

4.- Proyectos con dimensión internacional

Estoy seguro de que estarán de acuerdo conmigo en que este razonamiento, propio de la presente era global, no puede detenerse en nuestras fronteras. Al menos, en relación a nuestro entorno europeo. Por eso me parecen también interesantes algunos proyectos que trabajan en una mayor fluidez del intercambio de información con las autoridades judiciales dentro de la Unión. Me refiero al proyecto denominado E-Codex, que sienta las bases de la interoperabilidad tecnológica entre países europeos para abordar mejor los asuntos transfronterizos; el proyecto E-Apostilla, destinado a facilitar el apostillado electrónico de documentos públicos, judiciales y administrativos; y otro proyecto en pruebas que pretende incorporar huellas dactilares en el intercambio de antecedentes penales.

1.4.-Atención a las víctimas

Por encima de cualquier otra consideración, el carácter de servicio público de la Administración de Justica viene dado por la protección de los derechos que garantiza a los ciudadanos, y de modo más específico a aquellos que por ser víctimas de un delito quedan en una situación de especial vulnerabilidad.

a)
 Estatuto de la víctima

Uno de los ejes en esta materia, y una de las principales iniciativas adoptadas por este Gobierno durante este Legislatura, es el Estatuto de la Víctima, destinado, mediante un amplio repertorio de medidas, a amparar a aquellas personas que sufren las consecuencias de una acción que merece una sanción penal. Como saben, esta iniciativa ya es un proyecto de Ley que actualmente se encuentra en periodo de presentación de enmiendas, y que además va acompañado de otro proyecto de ley cuyo objeto es la transposición a nuestro ordenamiento jurídico de tres normas europeas: la Directiva 2012/29/UE, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos; la Directiva 2011/92/UE, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil; y la  Directiva 2011/36/UE relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos. 

Mediante este Estatuto, los poderes públicos ofrecen a las víctimas una respuesta no sólo jurídica –propia de todo Estado de Derecho–, sino también social. Así, además de reparar el daño en el marco de un proceso penal, se quiere minimizar, con independencia de una situación procesal concreta, otros efectos traumáticos, especialmente psicológicos, vinculados a la condición de víctima del delito.

Permítanme sus Señorías que les recuerde algunas de las líneas que definen este proyecto. Una de ellas es el concepto amplio de víctima, que incluye a las que lo son por cualquier delito y cualquiera que sea el daño sufrido. Asimismo, el Estatuto comprende a la víctima directa, y también a víctimas indirectas, como familiares o asimilados. Otro aspecto destacable es la evaluación individualizada de las características personales de cada víctima; del tipo o naturaleza del delito y de las circunstancias del delito, a fin de determinar las necesidades de protección, asistencia y apoyo de la víctima. En este mismo sentido, se hará un seguimiento de la víctima con el fin de actualizar las medidas asistenciales y de protección aplicables en cada momento. De hecho, se ofrece una protección especial para determinadas víctimas, además de los menores y discapacitados, como las que lo son de delitos de terrorismo, trata de seres humanos, contra la libertad sexual o de violencia de género, entre otros.  Por último, otros aspectos que regulará el futuro Estatuto serán el funcionamiento de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas o la necesaria colaboración institucional.

b) Oficina de Atención a las Víctimas del terrorismo

Si hay un colectivo concreto con el que nuestra democracia tiene contraída una deuda muy especial, ese es, sin menoscabo de ningún otro, el de las víctimas del terrorismo. Por eso, entre las medidas puestas en marcha que valoro especialmente se encuentra la Oficina Electrónica de atención a estas víctimas, que hace más accesible y ágil los derechos de estas y la consulta sobre su situación. En el último año se ha atendido a 758 víctimas en total, 207 de ellas mediante esta Oficina electrónica, y 551 en persona.

c) Apoyo a las víctimas de una posible sustracción de menores

Otro asunto muy sensible que ha suscitado el interés y la solidaridad de la sociedad española, y al que el Ministerio de Justicia no ha querido ser ajeno, ha sido el de los afectados por la posible sustracción de recién nacidos. También aquí es preciso dar servicio público, como ha puesto de manifiesto el Servicio de Información creado, con el objeto de aportar a estas personas la documentación que obra en poder de la Administración acerca de los nacimientos. Se ha hecho una base única de los perfiles de ADN de los afectados datos única del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, para que al cotejarse se pueda establecer la relación biológica de quienes acuden a este servicio. Hay ya 300 perfiles genéticos y 519 solicitudes de información.

2. Fortalecimiento de la Justicia como Poder del Estado y elemento vertebrador de la sociedad

2.1. Ley y diálogo

La Justicia cumple también una función medular dentro del Estado de Derecho, y como pilar vertebrador de la propia sociedad, porque es garante de una igualdad y una libertad que no pueden ser en modo alguno quebradas, por ningún actor, y en ninguna de las relaciones que se producen en su seno, ya sea entre los individuos a título particular, o entre estos y las distintas Administraciones y Gobiernos constituidos, o como consecuencia de grupos de interés político o social.

No tengan dudas, Señorías, de que el Estado de Derecho que es España, haciendo uso de todos los recursos propios de un Gobierno democrático –empezando por el compromiso máximo del Ministerio de Justicia, que se apoya en el trabajo profesional de la Abogacía del Estado, la cual nunca busca protagonismo, pero a la que sin embargo hemos de hacer un reconocimiento expreso por su labor infatigable y su excelencia jurídica; conscientes también de la permanente defensa del interés general al que está entregada la Fiscalía; y con una Administración de Justicia que juzga y hace cumplir lo juzgado–, este Estado de Derecho, digo, no dudará en defender con éxito la democracia ante cualquier desafío, campaña o subterfugio que atente contra la unidad de nuestro país y contra la convivencia en los términos que fijen nuestras leyes y en la Constitución en primer lugar.

Precisamente es la legitimidad democrática de esas leyes es la que  hace posible el diálogo, el debate y la pretensión misma de modificar lo que la propia Ley define, siempre que esos cambios se hagan por los cauces que garantizan su carácter democrático, es decir, sin intentar silenciar al único actor legitimado para hacerlo, el titular de la soberanía, el pueblo español en su conjunto. En resumen: Ley y diálogo. Ese es el binomio.

Además de garantizar esta defensa de la democracia y otros aspectos en los que la política en materia de Justicia guarda una estrecha relación con ese papel vertebrador de la sociedad a medio y largo plazo, porque es en la iniciativa legislativa donde se sustancia la voluntad de los ciudadanos. Se la voy a detallar, Señorías. Pero no sin antes destacar, a propósito de esta fortaleza del Estado de Derecho, lo que sin duda es uno de sus más firmes pilares: la excelente labor de la Abogacía del Estado. Los ciudadanos deben saber que en un amplio abanico de asuntos pueden contar con la garantía que representa para la defensa de los intereses de nuestro Estado la actuación de este cuerpo en los diferentes órdenes jurisdiccionales, hasta el punto de que ha logrado obtener sentencias de repercusión mundial como por ejemplo la del caso conocido como asunto Google, relacionado con el derecho al olvido.  Intervinieron ahí tres abogacías: la de la Audiencia Nacional, la Agencia de Protección de Datos y la del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Incluso fuera de los tribunales es destacada su actuación en materia de arbitraje internacional, que por razón de la cuantía y de la materia como es la política energética de nuestro país supone un referente que afecta a la marca España.

Les detallo ahora las reformas normativas con las que vamos a reforzar la función de la Justicia como Poder del Estado y elemento vertebrador de la sociedad.

2.2.- Ley Orgánica del Poder Judicial

En las próximas semanas elevaré al Consejo de Ministros para su pronta remisión a esta Cámara un Proyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial que abordará distintos aspectos de nuestra organización judicial.

a) Modelo de organización judicial

Soy partidario de mantener la estructura actual del modelo judicial por lo que se refiere a la demarcación. Creo que es preciso confirmar los partidos judiciales como elementos que permiten prestar un servicio público de Justicia conforme a un criterio de proximidad hacia el ciudadano. Los partidos judiciales son además testimonio de la presencia del Estado en todo el territorio nacional, con la consiguiente garantía de que el imperio de la Ley actúa por igual en todas partes.

Esto no quiere decir que no introduzcamos las mejoras que sean necesarias para que la demarcación judicial funcione de un modo más eficaz en cuanto al tiempo de respuesta a los ciudadanos. Estudiaremos el modo de racionalizar el reparto de las cargas de trabajo a través de las salas de gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia en coordinación con el CGJP, con el objeto de evitar situaciones de colapso allí donde exista ese riesgo.

Tampoco excluyo –porque nadie puede hacerlo, y ese es un debate que mientras ha estado abierto nos ha descubierto distintos puntos de vista– seguir reflexionando en el futuro sobre qué necesidades implicaría un cambio en la demarcación. Sería preciso realizar un análisis muy profundo –que ahora no estamos en condiciones de abordar– acerca del impacto geográfico, demográfico, económico y de todas clases que tendría una transformación del mapa actual. Ese análisis requeriría la participación de todos: partidos políticos, Administraciones públicas, Comunidades Autónomas, operadores jurídicos, organizaciones sociales…

b) Una oficina judicial eficiente y coordinada

Llegados a este punto corresponde evaluar el grado de implantación, valorar los resultados y avanzar los próximos pasos de la que, quizá, sea la mayor novedad dentro del modelo de organización y funcionamiento de nuestros órganos judiciales en el último siglo.

Me refiero a la Oficina Judicial. Esta es fruto del consenso que se reflejó en el Pacto de Estado por la Justicia suscrito en 2001 entre los principales partidos políticos. Una iniciativa que como he recordado antes se materializó en la Ley Orgánica 19/2003 de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. Y una norma en cuya elaboración y aprobación, como Secretario de Estado de Justicia que era en ese momento, me impliqué personalmente. Por eso, ahora, como titular de la cartera de Justicia, renuevo mi confianza en la Oficina Judicial. Estoy convencido de que es el instrumento que debe facilitar el mejor aprovechamiento de los recursos humanos y materiales de la Administración de Justicia, elevando cualitativa y cuantitativamente la actividad de las diferentes unidades judiciales.

Es verdad que, a pesar de haber transcurrido más de una década desde la aprobación de ese marco legislativo, es mucho lo que queda por hacer. Pero también es cierto que los positivos resultados alcanzados allí donde ya está operativa la Oficina Judicial nos animan a continuar avanzando por ese camino. Tanto es así, que les adelanto que comenzaremos también a trabajar para implantar la Oficina Fiscal.

Hasta ahora, todos los esfuerzos se han dirigido a implantar la Oficina Judicial en aquellos órganos judiciales cuya Administración de Justicia está directamente gestionada por este Ministerio. Sin embargo, creemos que ha llegado el momento de ofrecer la experiencia acumulada para facilitar su implantación en toda España, incorporando a este proceso a las Comunidades Autónomas que han asumido las competencias en la materia. Con ese fin, hemos puesto en marcha, en el seno de la Conferencia Sectorial en Materia de Administración de Justicia, un grupo de trabajo dedicado a la Oficina Judicial. El País Vasco y Cataluña ya han dado los primeros pasos, y Andalucía acaba de comenzar su andadura tras aprobar el Decreto 1/2014 que regula la estructura de las Oficinas Judicial y Fiscal.

Nuestra voluntad sincera es colaborar con todas las Comunidades Autónomas con las competencias transferidas. Es lógico si pensamos en la experiencia desarrollada por el Ministerio en este terreno, tanto en la consolidación de las herramientas tecnológicas como en el diseño y aprobación de las relaciones de puestos de trabajo. Esta voluntad de colaboración ya se ha plasmado en varios Convenios, como los firmados con Andalucía y Canarias.

Por su parte, el Ministerio hace una apuesta decidida  avanzando en la puesta en marcha de las Oficinas Judiciales en el territorio que gestiona, como ocurrió en Ceuta en octubre de 2013 y en Melilla en junio de 2014. Y aunque el tiempo transcurrido no es mucho, ya hay datos que confirman la eficacia del modelo, como ha ocurrido en Ceuta, donde en menos de un año desde su implantación las ejecuciones penales se han reducido en un 20%. Se sigue así la tendencia marcada en otras Oficinas Judiciales donde, superadas las dificultades de la primera fase, están mejorando los tiempos de respuesta en la resolución de los asuntos, siendo ese descenso de hasta un 37% en Murcia o un 33% en Ciudad Real. También ha disminuido la pendencia de las ejecuciones penales en un 35% en el caso de Mérida, en un 15% en el de Cuenca, o en torno al 33% en Murcia, donde las 5.000 resoluciones penales pendientes en el momento en que entró en funcionamiento la Oficina Judicial han pasado a 3.576 en el segundo trimestre de este año.

En conclusión, y con carácter general, podemos afirmar que allí donde ya está operativa la Oficina Judicial no solo se ha incrementado el número de resoluciones efectuadas, sino que, simultáneamente, se han reducido los tiempos medios de resolución. Así, en Murcia, que junto a Burgos fue pionera en la implantación de la Oficina Judicial, ese plazo se ha reducido en un 38%, pasando de 266 días a 166. Continuando en Murcia, hay que señalar que también ahí la Oficina Judicial, en tres años, ha conseguido duplicar los actos de comunicación electrónica, que han pasado de los 872.000 de 2010 a cerca de un 1,8 millones en 2013. Aunque el aumento más espectacular ha sido el de las subastas electrónicas, que en ese mismo periodo han pasado de 449 a 4.200: casi diez veces más. Estos datos, además de ser un resultado que avala la labor que el Gobierno ha desarrollado, nos animan a avanzar en el proyecto de reordenación y redistribución de personal de todas las sedes, buscando la mayor eficacia y eficiencia en las relaciones de puestos de trabajo.

En lo que se refiere a la implantación de la NUEVA Oficina Judicial, durante 2015, ejercicio en el que destinaremos cerca de un 1.750.000 euros a ese fin, trabajaremos para que esta sea una realidad en Ponferrada, además de iniciar la segunda fase en importantes lugares como Plasencia, Murcia. Por último, debo anunciar que han comenzado los estudios para su implantación en el Tribunal Supremo, lo cual, por su complejidad –se trata del más alto órgano judicial de toda España–, es un verdadero desafío. Conscientes del papel nuclear del Tribunal Supremo debemos dotarlo de la herramienta organizativa y tecnológica necesaria para convertirlo en el modelo de excelencia en la gestión del proceso y soporte de la actividad jurisdiccional que desarrolla. Eso mismo haremos en la Audiencia Nacional.   

En lo que se refiere al despliegue de la Oficina Fiscal, proyecto en el que este Ministerio trabaja conjuntamente con la Fiscalía General del Estado, comenzaremos por Ceuta, a finales del próximo enero, y después por Melilla para, desde allí, extenderse al resto de España.

2.3.  Lucha contra la corrupción y Ley de Enjuiciamiento Criminal

Entre los aspectos positivos de la Justicia española que me gustaría subrayar se encuentra el de su compromiso en la lucha contra la corrupción. Es verdad que se necesitan medios y que se precisan mejoras normativas. Pero existe una voluntad firme de jueces y fiscales de perseguir los delitos, de juzgarlos y de ejecutar las sentencias. El Estado de Derecho castiga a los corruptos. Los numerosísimos casos de corrupción que están saliendo a la luz obtienen, en su práctica totalidad, una respuesta judicial que hace productivo el trabajo de aquellos que los denuncian, desde los medios de comunicación a los propios recursos del Estado, como los servicios de inspección fiscal o la Fiscalía, y que, en consecuencia, hace imposible la impunidad. 

Esa base fundamental, la que conforman la voluntad de jueces y fiscales, así como la del conjunto de la ciudadanía, junto al compromiso del actual Gobierno, es expresión de la fortaleza de fondo del Estado de Derecho. Porque, una vez en vigor las medidas de reforma del Código Penal que este Gobierno ha aprobado, y las que se desprendan de la mesa de diálogo integrada por los Grupos de esta Cámara con el impulso de la Vicepresidenta del Gobierno, nuestras Administraciones, y el conjunto del tejido socioeconómico, estarán mucho más protegidos ante unas conductas que nunca más encontrarán los vacíos normativos que permitieron su proliferación.

Entretanto, el Gobierno ha demostrado su compromiso contra la corrupción articulando los instrumentos prácticos necesarios para dotar de mayores y más eficaces recursos a las instancias dedicadas a la prevención y persecución de los casos de corrupción. Vamos a mantener esta política, que en 2013, en un momento de dificultad económica, ha llevado al Ministerio de Justicia a atender el 100% de las solicitudes de refuerzo de órganos jurisdiccionales, con un coste de 10,4 millones de euros. No se ha denegado ninguno ni en el orden penal ni en la Audiencia Nacional. El número de medidas de refuerzo en materia anticorrupción autorizadas para jueces en 2014 es también del 100% de las solicitadas por el Consejo General del Poder Judicial. Y por lo que respecta a la Fiscalía, se han aprobado igualmente el 100% de las comisiones de servicio solicitadas.

En otras palabras: es política del Gobierno no escatimar medios en la lucha contra la corrupción. Ni medios humanos y materiales, ni medios normativos, a los cuales paso a referirme ahora.

Todo ordenamiento jurídico que aspire a cumplir eficazmente su función de garantizar la convivencia de los ciudadanos en los términos que estos libremente han definido debe incluir también una serie de normas sancionadoras, dentro de lo que es una potestad irrenunciable del Estado democrático, el cual ha de asegurar también el derecho de todos los ciudadanos a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, que en España consagra el artículo 24.2 de la Constitución.

En este punto, además de instaurar la garantía de la doble instancia penal que es una asignatura pendiente en nuestra legislación procesal penal, cuya carencia ha motivado la reiterada condena a España en los foros y Tribunales internacionales, tomando como punto de partida los trabajos realizados en el ámbito procesal penal y siendo conscientes del tiempo de Legislatura que resta, la propuesta es hacer realidad en poco tiempo una serie de reformas puntuales que agilicen el orden penal, con un especial énfasis en la lucha contra la corrupción.

a) Agilización de los macroprocesos 

Todos sabemos que la ciudadanía se siente defraudada ante la existencia de macroprocesos que se alargan durante años sin que parezca llegar nunca el día de que un juez dicte sentencia. Ese día termina llegando, pero lo cierto es que para entonces ha cundido ya una sensación de desánimo en la sociedad, que puede sentirse tentada de pensar que una Justicia tardía es menos Justicia.

Esta situación se produce porque nuestro sistema procesal prevé un mecanismo muy rígido que es prácticamente desconocido en otros países, y que es el que impone a los jueces de instrucción la obligación de acumular en una sola investigación todas las causas conexas de las que se tenga o se llegue a tener conocimiento. Dicho concepto de conexidad se define de un modo extraordinariamente amplio, que incluye a todos los que “tuvieran analogía o relación entre sí”. En la práctica, esto desdibuja el objeto de la investigación, desmoraliza a la ciudadanía y daña la imagen de la Justicia, además de dar muchas ventajas a los investigados por delitos económicos y de corrupción.

Podemos resolver este problema. Les anuncio que reformaremos el procedimiento penal para que la instrucción de los asuntos complejos siga su curso sin necesidad de una concatenación sucesiva de piezas, de manera que los imputados –ahora veremos si seguimos llamándoles así– puedan comparecer ante un tribunal en unos plazos razonables. Se trata de imprimir agilidad y eficacia a las causas, acabando con la sensación de impunidad que genera el hecho de que procesos de gran repercusión social permanezcan abiertos durante años sin que en ese tiempo se establezcan responsabilidades penales.

b) Plazo máximo de la fase de instrucción

Para contribuir a este objetivo, que entiendo que también garantiza mejor los derechos del imputado, parece conveniente fijar un plazo máximo para la fase de instrucción, haciendo compatible las necesidades propias de la labor de investigación con la duración de ese periodo. Creo que es una medida que encaja de modo natural con la anterior.

c) La figura del imputado/encausado

Y a propósito de la denominación de imputado, que tantas polémicas ha suscitado en ocasiones, por el perjuicio que causa a la imagen de una persona aun cuando la imputación no es más que una garantía de su mejor derecho de defensa, creo que sería conveniente que abordáramos una reflexión conjunta acerca de la conveniencia de sustituirla por otro término. Tenemos que ser conscientes de que la imputación conlleva la consideración pública de precondenado, con independencia del sentido en que se concrete la investigación. No son pocos los casos de personas inocentes que no han podido nunca restablecer su buen nombre porque en una ocasión, como consecuencia de una denuncia o querella que quedó en nada, fueron señalados ante la opinión pública como imputados, de acuerdo con el actual lenguaje procesal.

d) Otras medidas de agilización procesal: delitos de conducción

Una de ellas sería una nueva regulación de procedimiento para enjuiciar los delitos de conducción en estado de embriaguez. Comprenderán la importancia de abordar este asunto si Sus Señorías tienen en cuenta que, según la memoria de la Fiscalía General del Estado más del 50% de las sentencias condenatorias dictadas por el los tribunales de toda España lo son por delitos de conducción en estado de embriaguez, al igual que más del 40% de las acusaciones formuladas por el Ministerio durante todo 2013 se refieren a ese mismo delito. Estos datos indican el volumen de recursos personales y materiales que la Justicia se ve obligada a destinar a la investigación y enjuiciamiento de un delito que, sin embargo, recibe un tratamiento completamente distinto en derecho comparado, como es el caso de Alemania, Francia, Italia o, recientemente, Portugal. Estos países cuentan en su sistema procesal con una modalidad de procedimiento específica para este tipo delictivo.

Por tanto, no se trata de un salto al vacío, sino inspirado en la experiencia positiva que ha demostrado el modelo para evitar actuaciones procesales innecesarias. Sin abordar detalles técnicos, describiré brevemente el procedimiento que, en todo caso, estaría limitado a los supuestos en que la pena se ciña a multas y privación del permiso de conducción: el ciudadano que es sorprendido en un control de alcoholemia y arroja un resultado positivo recibe en su domicilio, días después, una propuesta de acusación que le remite por correo el Fiscal, con una sensible rebaja de pena si acepta la petición formalizada. Si la respuesta es positiva, devuelve por el mismo conducto el escrito de acusación debidamente firmado y aceptado. Lo siguiente que recibe es una sentencia condenatoria en los términos aceptados. Si es así, hace llegar al Juzgado el carnet del que resultaría temporalmente privado e ingresa en la cuenta de consignaciones la multa impuesta. El procedimiento ha terminado. Si, por el contrario, no está de acuerdo con la propuesta de acusación que recibe del Fiscal, acude al Juzgado, presta declaración y es citado para juicio días después. En este caso, se expone a la pérdida del privilegio de la reducción de la pena que le ofrecía la alternativa anterior. 

La introducción de este procedimiento tendría un notable y positivo impacto en la actividad judicial, y aliviando la carga de trabajo de jueces, fiscales, secretarios judiciales o funcionarios, y permitiendo que dedicaran esos esfuerzos a la persecución de otros delitos que alimentan la sensación de inseguridad ciudadana. Introducir este procedimiento en nuestro sistema procesal exigiría una sencilla reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Sería suficiente una ley ordinaria, que integrara su regulación en el régimen normativo actual de los juicios rápidos.

e) Novedades en la intervención judicial de las comunicaciones

Otro aspecto que nos proponemos regular por ser una de las principales carencias de una Ley de Enjuiciamiento Criminal  originaria del siglo XIX es la intervención judicial de las comunicaciones. El texto actual se limita a regular la interceptación de las comunicaciones postales. Esta falta de normativa ha sido, en varias ocasiones base de condenas contra España del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que considera que aspectos como la transcripción de conversaciones, la duración de la medida, la autenticidad de los soportes de grabación, o la custodia y destrucción de los datos debería tener una regulación expresa. El problema se ha agravado al anular el Tribunal de Justicia de la Unión Europea la Directiva 24/2006, reguladora de la conservación y retención de datos asociados derivados de la telefonía. 

Más allá de esas condenas, no podemos obviar que en el contexto de las investigaciones penales los jueces de instrucción, sobre todo los de la Audiencia Nacional, se ven obligados a recurrir a su propia imaginación para abordar la adopción de medidas como la colocación de GPSs para el adecuado seguimiento del sospechoso, o la utilización de cámaras y micrófonos ocultos. El mismo problema se plantea cuando el Juez trata de incorporar al proceso penal datos o archivos gráficos obtenidos como consecuencia del registro del disco duro de un ordenador o de la intervención del correo electrónico, pues no cuenta con regulación específica. Ante esta situación, hay jueces que se niegan a otorgar la autorización por carecer de respaldo legal; mientras otros, por el contrario, habilitan la práctica de interceptaciones que, en algunos casos, ha suscitado dudas fundadas de inconstitucionalidad.

Existen dos posibilidades para terminar con esta situación, y es algo sobre lo que debatiremos y dialogaremos. La primera de ellas es incorporar a la Ley de Enjuiciamiento Criminal una veintena de artículos que despejaran todo tipo de dudas. La otra opción es la tramitación de una ley especial –requiere ser ley orgánica, pues afectar al derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones-, que es el criterio que han seguido por muchos otros países. En todo caso, Señorías, no creo que sea difícil contar con el apoyo de otros Grupos Parlamentarios si tenemos en cuenta que entre el proyecto que en su día presentó el Ministro Caamaño y la propuesta que la Comisión de Expertos elaboró el pasado año existen grandes coincidencias.

f) Ejecución de sentencias del TEDH

La última de las modificaciones en el ámbito procesal penal está vinculada con ejecución de las sentencias dictadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en las que se condena a España, imponiendo una determinada interpretación del Convenio de Derechos Humanos. Es un aspecto que sigue suscitando dificultades técnicas ante la falta de regulación normativa. Basta recordar la controversia que suscitó la condena de España referida al modo de cómputo del límite de los 30 años de prisión impuestos a algunos condenados por terrorismo. Estos problemas se resolverían añadiendo un único párrafo a la actual regulación del recurso de revisión. De esta manera se acabaría con el actual vacío normativo actual que, dicho sea de paso, alimenta incertidumbres interpretativas.

2.4.-Derecho de gracia: Limitaciones y controles 
Señorías, vinculado en cierta manera con la ejecución de las sentencias en el orden penal, es preciso reconocer que en estos momentos existe un debate en torno al derecho de gracia. Su actual regulación procede del siglo XIX, siendo unas de las más antiguas de nuestro ordenamiento jurídico, aunque bien es verdad que en los cerca de 145 años transcurridos desde su promulgación en 1870 ha experimentado importantes modificaciones, la última de ellas promovida en 1988 por un Gobierno de Felipe González. De la misma forma que es una figura que se ha usado con mayor o menor intensidad a lo largo del tiempo. Así, en 2007, el anterior Gobierno llegó a conceder 521 indultos -más de uno de cada diez que le eran solicitados-, mientras que en lo que llevamos de 2014 solo se han concedido 65, poco más de una cada cien solicitudes. 
A la hora de abordar su revisión no podemos obviar sus orígenes históricos, pero tampoco su ejercicio en democracia, que exige sea aplicado con la máxima cautela, especialmente respecto aquellos delitos que despiertan una mayor alarma social. Desde esta premisa, su revisión fue uno de los compromisos concretos anunciados por el Presidente del Gobierno al comenzar el curso político. De hecho, es uno de los puntos incluidos en el plan de regeneración democrática que el Gobierno está negociando con todos los grupos parlamentarios, a través de la mesa de trabajo constituida para tal fin. La reforma estaría enfocada a la introducción de un mayor control sobre los indultos. Se trataría de aportar una mayor transparencia en su concesión de forma que, sin alterar su propia concepción como medida de gracia que atiende a la circunstancias de la persona y no al tipo de delito, se pueda ampliar la rendición de cuentas –incluso al propio ámbito parlamentario- y, con ello, el control sobre las decisiones de indulto.

2.5. Código Penal

En materia estrictamente penal, de todas las novedades que incluye la reforma del Código Penal actualmente en tramitación, me centraré en unas pocas de marcado carácter social. 

a)
Protección penal de las personas con discapacidad

La primera de ellas es una mayor atención a las personas con discapacidad, que deben ser objeto de una protección penal reforzada debido a su especial vulnerabilidad. Las normas del Código Penal que sirven a este fin deben ser adecuadas a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada en Nueva York el 13 de diciembre de 2006, que pretende prevenir las conductas discriminatorias que puedan impedirles el disfrute de sus derechos en igualdad de condiciones. 

El texto original del Código Penal se refiere impropiamente a "minusvalía" o a "incapaces". Una terminología ya superada en nuestro ordenamiento jurídico con anterioridad a la Convención, mediante la Ley 51/2003 de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Para ello se modifica el artículo 25, que actualiza tales términos, y ofrecer una definición más precisa de las personas que constituyen objeto de una especial protección penal. Además, para mayor claridad, también se incorpora una disposición adicional para que todas las referencias en el Código Penal al término "minusvalía" deban entenderse sustituidas por el término "discapacidad", y que el término "incapaz" deba entenderse sustituido por el de “persona con capacidad modificada judicialmente”.

De igual modo, se da un mejor tratamiento a la esterilización acordada por órgano judicial, que se circunscribe a supuestos excepcionales que produzcan grave conflicto entre bienes jurídicos protegidos. El nuevo artículo 156 remite a las leyes procesales civiles, que regularán los supuestos de esterilización con mayor garantía para los derechos de las personas afectadas. Hasta que se elabore la nueva normativa, regirá la actual regulación que contempla el Código.

b) Delitos de incitación al odio y a la violencia

Sin duda, también tendrán una positiva incidencia sobre nuestra convivencia revisión la regulación de las conductas de incitación al odio y a la violencia. La nueva regulación presenta dos novedades. Una es su adecuación a la Sentencia del Tribunal Constitucional 235/2007, de 7 de noviembre, que limita la aplicación del delito de negación del genocidio a los supuestos en los que esta conducta constituya una incitación al odio u hostilidad contra minorías. La otra es que ajusta determinadas conductas al contenido de la Decisión Marco 2008/913/JAI, que debe ser transpuesta a nuestro ordenamiento jurídico. 

Esta nueva regulación tipifica dos grupos de conductas. En primer lugar, y elevando su penalidad, se aborda las acciones de incitación al odio o la violencia contra grupos o individuos por motivos racistas, antisemitas u otros relativos a su ideología, religión, etnia o pertenencia a otros grupos minoritarios, así como los actos de negación o enaltecimiento de los delitos de genocidio, lesa humanidad o contra las personas o bienes protegidos en caso de conflicto armado que hubieran sido cometidos contra esos grupos, cuando ello promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad u odio contra los mismos. En segundo lugar, se penalizan los actos de humillación o menosprecio contra ellos y el enaltecimiento o justificación de los delitos cometidos contra los mismos o sus integrantes con una motivación discriminatoria, sin perjuicio de su castigo más grave cuando se trate de acciones de incitación al odio o a la hostilidad contra los mismos, o de conductas idóneas para favorecer un clima de violencia. Además, se prevé una agravación de la pena para los supuestos de comisión de estos delitos a través de Internet u otros medios de comunicación social, así como cuando se trate de conductas que, por sus circunstancias, o por el contexto en el que se produzcan, resulten idóneas para alterar la paz pública o menoscabar gravemente el sentimiento de seguridad de los integrantes de los grupos afectados.

c) Especial atención a la mujer

Señorías, a lo largo de mi comparecencia ya hemos visto algunos ejemplos de situaciones y colectivos que merecen una especial atención para que ese Estado de Derecho que aspiramos a fortalecer sea real y efectivo. Un Estado de Derecho que ofrezca respuestas eficaces a las situaciones más complejas y específicas.

Entre estas se encuentran las mujeres que son víctimas de la violencia de género. Como ya he adelantado, no solo serán beneficiarias de la justicia gratuita, algo que anteriores reformas no tuvieron en cuenta, sino que además haremos que el Estado, a través del Estatuto de la Víctima, adopte una serie de medidas para tratar de paliar las consecuencias del delito que se ha perpetrado contra ellas. Todo ello se completará con un nuevo marco penal que refuerce y mejore la lucha que el Estado de Derecho está librando contra un comportamiento ante el que no cabe tolerancia alguna. Me centraré en determinados tipos delictivos que se van introducir, revisar o endurecer en nuestro Código Penal.

.- Matrimonios forzados

Uno que es novedad absoluta es la tipificación del matrimonio forzado para cumplir hasta tres textos internacionales que vinculan a España: la Directiva 2011/36/UE, relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las víctimas; la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer de Naciones Unidas; y el  Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica. En cumplimiento de todos ellos, se introduce en nuestro ordenamiento jurídico ese nuevo delito, ya regulado en otros países de nuestro entorno como Francia, Dinamarca, Reino Unido, Alemania o Noruega. Se ha optado, al tratarse de un comportamiento coactivo, por tipificarlo como un supuesto de coacciones cuando se compeliere a otra persona a contraer matrimonio. Asimismo, también se castigará a quien utilice medios coactivos para forzar a otro a abandonar el territorio español o a no regresar al mismo, con ese mismo fin de obligarle a contraer matrimonio.

.-Mayor eficacia en el control de dispositivos telemáticos

Esa protección de la mujer, sobre todo cuando es o ha sido víctima de violencia de género, también se ampliará tipificando expresamente aquellas conductas y actos tendentes a alterar o impedir el correcto funcionamiento de dichos dispositivos telemáticos mediante los que, con el fin de protegerlas, se controla, precisamente, el cumplimiento de medidas cautelares y penas de alejamiento en materia de violencia de género. 

.- Nuevos tipos penales: hostigamiento y divulgación de imágenes

También se introducen otras dos figuras para proteger la libertad y la intimidad, y cuyas víctimas, mayoría de las ocasiones, son mujeres. Me refiero, en primer lugar, al acecho u hostigamiento, mediante el cual se tipifican aquellos actos reiterados que si bien pueden llegar a lesionar gravemente la libertad y el sentimiento de seguridad de la víctima, en muchas ocasiones no llegan a ser tipificados como delitos de coacciones o amenazas. De esta forma no se deja margen para comportamientos como que el acosador se deje ver sistemáticamente en lugares frecuentados por la víctima o que establezca comunicación con ella constantemente, que serán considerados delitos contra la libertad, permitiéndose la adopción de medidas de protección. El otro tipo delictivo condena la divulgación no autorizada de grabaciones o imágenes íntimas, aunque se hayan obtenido con el consentimiento de la víctima. Son conductas, actualmente de dudosa tipificación, que pueden causar un extraordinario daño en la intimidad personal.

2.6. Familia

a) Corresponsabilidad parental

Señorías, hay otro asunto que, debido a las transformaciones sociales experimentadas en las últimas décadas, suscita un debate al que no puede ser ajeno ni el Gobierno ni el Legislador. Me refiero a un asunto que ya se incluía en el programa electoral del partido que sustenta al Gobierno, y que el Grupo Unión, Progreso y Democracia planteó en esta Cámara. Fruto de ello nació el Anteproyecto de Ley sobre el ejercicio de la corresponsabilidad parental en caso de nulidad, separación y divorcio, que fue informado en primera vuelta en el Consejo de Ministros del 19 de julio de 2013, y sobre el que la pasada semana conteste ya una pregunta en la sesión de control al Gobierno. Entonces adelanté que, tras haber recibido los informes y dictámenes del Consejo General del Poder Judicial, el Consejo Fiscal y el Consejo de Estado, entre otros, la intención de este Ministerio era enviar un Proyecto de Ley dentro de pocas semanas. Ese texto, como expliqué ese día, se adecuará a la línea que nos marca tanto la jurisprudencia del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo. Este último, en su sentencia 257/2013, afirmó que en materia del régimen de custodia de los hijos “la interpretación de los artículos del Código Civil debe estar fundada en el interés de los menores que van a quedar afectados por la medida que se deba tomar”.

Es verdad que este es un tema complejo, y quizá por eso son solo cinco los países de la Unión Europea donde en la actualidad está regulada explícitamente la corresponsabilidad parental. Por eso, con el fin de no equivocarnos a la hora de regular un asunto tan sensible en el que –insisto–no podemos perder ese vista el interés superior del menor, reitero el propósito de cumplir ese compromiso y de hacerlo conforme a esa voluntad de diálogo que estoy dispuesto a que sea el principio general que marque todas las acciones de mi Departamento. Con ese fin, escucharemos a todos los afectados y tendremos presentes los distintos puntos de vista.

2.7. Relaciones con las confesiones religiosas: algunas iniciativas

El Ministerio de Justicia incluye entre sus competencias la relación del Estado con la pluralidad de confesiones religiosas que concurren en una sociedad abierta como la española. Hay cuatro iniciativas interesantes en este terreno.

1. Ley de Jurisdicción Voluntaria

La Ley de Jurisdicción Voluntaria, en tramitación parlamentaria, permitirá, entre otras cosas, modificar el Código Civil para ampliar las formas religiosas de matrimonio con efectos civiles a las confesiones con declaración de notorio arraigo en España (mormones, Testigos de Jehová, budistas y ortodoxos), pero que no tienen acuerdo de cooperación con el Estado, así como la modificación del Registro Civil sobre expediente matrimonial previo en los supuestos de matrimonio religioso. También adaptará los acuerdos con las federaciones evangélica, judía e islámica a la nueva normativa civil.

2. Nueva regulación del Registro de Entidades Religiosas

Un Real Decreto Regulador del Registro de Entidades Religiosas, en fase de anteproyecto, procederá a ordenar de modo más completo dicho Registro, incorporando su gestión por medios electrónicos.

3. Regulación del notorio arraigo de las confesiones en España

Otro Real Decreto, también en fase de anteproyecto, regulará por primera vez la declaración de notorio arraigo de las confesiones en España, objetivando sus requisitos y el procedimiento para su obtención, con las garantías de seguridad jurídica que ello implica para las confesiones religiosas en España que, hasta la fecha, habían obtenido dicha declaración por acuerdo de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa.

4.- Constitución de la comisión asesora de libertad religiosa

Tras la aprobación del Real Decreto de 29 de noviembre de 2013 que regula la Comisión Asesora de Libertad Religiosa y la reciente publicación en el BOE (24.09.14) de sus integrantes, en breve se convocará la sesión constitutiva de la Comisión para, entre otros, informar los proyectos normativos en trámite.

2.8. Cooperación jurídica y Directivas 

a) Cooperación jurídica internacional

Hoy en día no es posible concebir ningún sector de la actividad humana que no se vea afectado por la globalización. El elevado nivel de intercambios que superan las fronteras despliega efectos en los diferentes ámbitos familiares, económicos y sociales, si bien la globalización también impulsa fenómenos como la criminalidad organizada y la delincuencia transnacional. Por ello, la cooperación jurídica internacional se ha convertido en una herramienta fundamental de los Estados. Necesitamos mecanismos que permitan una estrecha cooperación entre las autoridades judiciales de los distintos países, tanto en el ámbito civil como en el penal, así como definir los instrumentos jurídicos precisos para que esa cooperación sea habitual.

Para el Ministerio de Justicia la cooperación jurídica internacional es, pues, una prioridad tanto en el ámbito civil –en el que se va a impulsar la futura Ley de Cooperación Jurídica Internacional- como penal. Y dentro de ésta, los diversos instrumentos de reconocimiento mutuo en el seno de la Unión Europea. Con la próxima aprobación definitiva del Proyecto de Ley de Reconocimiento Mutuo de Resoluciones Penales en la Unión Europea –que esperamos para el mes de noviembre- van a entrar en vigor instrumentos de la mayor importancia en distintos ámbitos. Así sucede con la protección a las víctimas con la orden europea de protección. O para favorecer la reinserción de los condenados con las resoluciones por las que se impone una pena o medida privativa de libertad o las resoluciones de libertad vigilada, que supondrán que tales medidas se harán efectivas no en el Estado de condena, sino en el de nacionalidad o residencia del condenado. Junto a ello se pondrá el máximo cuidado para asegurar la coordinación en este ámbito, lo que se plasmará en las declaraciones que se irán depositando en la Secretaría General del Consejo de la Unión Europea, en relación con las lenguas en las que admitiremos los documentos, la aplicación del principio de especialidad en las órdenes europeas de detención y entrega para impedir la impunidad por otros delitos cometidos por la misma persona, las medidas que nos comprometeremos a supervisar, entre otras. Cuestiones que estudiaremos conjuntamente con el Poder Judicial y el Ministerio Fiscal.

b) Transposición de directivas europeas: seis ejemplos

Sus Señorías pueden ya adivinar, por lo que hemos visto hasta ahora, la importancia creciente que la iniciativa legislativa europea tiene en nuestro ordenamiento. En ciertos sectores, hasta el 90% de la producción normativa procede de la Unión Europea, que de modo permanente está recabando la colaboración de las cámaras legislativas para en un ejercicio de corresponsabilidad desarrollar el derecho de la Unión conforme a los plazos que requiere la construcción europea.

Solo por recapitular y dar algún detalle más, diré que actualmente hay seis directivas, todas concernientes al orden penal, que se encuentran en trámite parlamentario para su transposición a la legislación española. Se trata de la 2010/64/UE, de interpretación y traducción de procesos penales, que ha dado lugar a un Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica en este sentido la Ley de Enjuiciamiento Criminal; la 2012/13/UE, de información en los procesos penales, incluida en la citada norma; la 2011/93/UE, de lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil, que afecta tanto al Proyecto de Ley Orgánica de reforma del Código Penal como al Proyecto de Ley del Estatuto de la Víctima; la 2011/99/UE, que es la orden europea de protección, transpuesta en el Proyecto de Ley de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en materia penal en la Unión Europea; la 2012/29/UE, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, que ha sido en consecuencia una referencia para el Estatuto de la Víctima, pero que también incide en el Proyecto de Ley de Asistencia Jurídica Gratuita; y por último la 2013/40/UE, sobre ataques contra los sistemas de información, que entra también en el ámbito del Código Penal. A todo ello se suma la actuación en el ámbito europeo sobre temas tan importantes como la creación de la Fiscalía europea o el Reglamento de Protección de datos. 

2.9.-Sefardíes 

Existe por último un Proyecto de Ley en tramitación que tiene una importante repercusión más allá de nuestras fronteras, pero que concierne al mismo tiempo a nuestra propia identidad como nación; por eso somos coproponentes con el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Se trata de la Ley que establecerá los mecanismos para conceder la nacionalidad española a los sefardíes originarios de España, respetando la que ya tengan, en lo que supone una reconciliación no solo con los descendientes de los judíos expulsados en 1492, sino también con nuestro pasado, y con nuestra vocación presente de sociedad abierta.

El Anteproyecto pretende reconocer la nacionalidad a aquellos de esos descendientes que por una parte demuestren su condición de sefardíes originarios de España –porque ya saben ustedes que no siempre el llamado sefardí viene de España; a veces se habla de sefardíes por oposición a los askenazíes, los judíos de Europa central y oriental, y en esa acepción amplia pueden no proceder de la Península Ibérica–; y que en segundo lugar demuestren también una especial vinculación con España, la cual, como todos sabemos, se ha preservado en muchas comunidades sefardíes mediante un elemento muy evidente: la lengua. La primera circunstancia habrá de probarse ante un notario, y la segunda superando una prueba del Instituto Cervantes, salvo en el caso obvio de los sefardíes que vengan de países donde se habla el español.

Quiero recordar que esta iniciativa lo que hace es culminar una línea de actuación histórica de nuestro país, que entre otros precedentes importantes incluye el Decreto Legislativo de 1924, que fue invocado en la Segunda Guerra Mundial por los diplomáticos españoles para salvar a miles de judíos.

Apuesta por el consenso
Me propongo buscar la consecución de todos estos objetivos mediante una herramienta que para mí es fundamental: la voluntad de diálogo y en la medida posible también de consenso.

Quisiera en este punto decirles a Sus Señorías que, aunque volcado en el presente, mi visión de la Justicia está muy marcada por la etapa de consenso que todos los Grupos Parlamentarios, junto a los propios operadores jurídicos, fueron capaces de alcanzar y mantener durante el periodo 2002-2004 en el que fui Secretario de Estado de Justicia. Pude entonces constatar cómo el Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia que se había firmado en 2001 y se sostuvo hasta 2003 producía importantes avances, desde la convicción compartida de que todos estamos llamados a colaborar en el reto de modernizar esta Administración.

El resultado de esa actitud se tradujo en normas como la Ley Orgánica 19/2003 de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, en donde se sentaron las bases de la Nueva Oficina Judicial; la Ley Concursal 22/2003, de 9 de julio; o la Ley 60/2003, de arbitraje, entre otras. En la Legislatura anterior, la que media de 2007 a 2011, hacía ya cuatro años que el Pacto se había extinguido, pero la política de oposición constructiva del Partido Popular hizo posible la aprobación de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva Oficina Judicial; y se consensuaron otras reformas como por ejemplo la asociada a la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia.

El Pacto de Estado se quebró en 2003, a pocos meses del final de la Legislatura. Dije entonces que se trataba de un error inducido por una estrategia electoral de corto plazo. Aunque sería ingenuo por mi parte pensar que hoy, con un horizonte temporal semejante, los Grupos puedan o quieran fraguar un consenso tan desarrollado y concreto como el que dio vida a ese Pacto, sí quisiera pedir una misma actitud de colaboración para impulsar algunas de las reformas en curso. Creo que la sociedad española en su conjunto, y desde luego los operadores jurídicos, valorarían en gran medida que unos y otros demostrásemos esa capacidad de entendimiento, que no dejan de reclamar.

No les pido, pues, que apoyen todos y cada uno de los detalles de las reformas normativas pendientes, ni que renuncien a sus convicciones, pero sí una disposición equivalente a la voluntad de diálogo con la que yo acudo a esta Cámara, y un mismo sentido práctico. Porque al final, de lo que se trata es de servir a los ciudadanos haciendo avanzar su Administración de Justicia en su desempeño cotidiano, y no de retener a estos como público obligado de unas disputas ideológicas o doctrinales ajenas a sus inquietudes y de las que sencillamente no quieren ser testigos.

El Gobierno procurará hacerlo con el mayor consenso y participación posibles. Por eso les anuncio que, en las próximas semanas, convocaremos una mesa de negociación con las organizaciones sindicales, la Conferencia Sectorial con las Comunidades Autónomas, al conjunto de las asociaciones profesionales y entidades representativas de los diferentes sectores y por supuesto a los grupos parlamentarios, de manera que esta voluntad de diálogo sea efectiva.

Les acabo de enumerar los ejes de la acción de gobierno que pretendo desarrollar durante lo que queda de Legislatura, y cómo pretendo hacerlo. Entre otras medidas, me permito volver a recordar aquellas que están relacionadas con la profesionalización de las distintas carreras y sectores profesionales que participan en la Administración de Justicia. Es el caso de la creación de 282 unidades jurisdiccionales; del incremento de la plantilla fiscal, que en 2015 incorporará 50 nuevos servidores del interés general, y para la cual queremos crear también 46 plazas; de la extensión del régimen de sustituciones de la carrera judicial a los secretarios judiciales; y del régimen de sustituciones vertical al resto del personal de la Administración de Justicia.

Ha sido un repertorio muy amplio el que hemos repasado, y sin duda no hemos agotado los temas. Pero lo que me importa que entiendan Sus Señorías, y el propio mundo jurídico, es que no aspiro a una revolución de la Justicia, sino a su evolución. Entre todos, podemos corregir aspectos sustanciales. Esto no significa cambiar la ambición de la reforma, sino quizá su procedimiento. Por eso, en mi toma de posesión, convoqué a “un gran acuerdo que permita un desarrollo equilibrado de las reformas pendientes”.

Este avance de mi programa, que es desarrollo del programa del Presidente del Gobierno en su investidura, estaría gravemente incompleto si no hiciera además explícito el espíritu que lo anima: mi profunda confianza en los diferentes colectivos de nuestra Administración de Justicia, a quienes ya tuve ocasión de conocer muy de cerca en mi etapa anterior en el Ministerio.

Confío en los jueces y magistrados, que encarnan el Poder Judicial y le dan vida en cada juzgado y tribunal de España; confío en los fiscales, que velan por el interés público afrontando desafíos continuamente renovados por la rapidez del cambio social; confío en los secretarios judiciales, que llevan el peso de la Oficina Judicial y son su motor cotidiano; confío en los abogados, que son protagonistas indiscutibles de ese momento decisivo que es la primera toma de contacto del ciudadano con el Derecho y de la Justicia; confío en los procuradores, cuya función tiene una profunda razón de ser, que es agilizar las relaciones con la Administración de Justicia; confío en los graduados sociales, que a menudo lidian con los aspectos más duros de los conflictos que se dirimen en el orden social; confío también en todos los cuerpos al servicio de la Administración de Justicia, que he mencionado antes: desde los médicos forenses a los integrantes del cuerpo de Auxilio Judicial. Confío en los funcionarios del Ministerio de Justicia y en su abnegada y generosa entrega diaria al servicio público que les está encomendado. Confío en ellos, porque sé que junto a los ciudadanos son los primeros interesados en resolver los problemas de la Justicia, porque creo en su sinceridad, y porque solo desde la confianza podemos afrontar la complejidad de la tarea que tenemos por delante.

Cuento con todos. Y llegados a este punto me atengo a la definición que un interesante pensador de la ciencia política, Michael Ignatieff, formula en su último libro a propósito de lo que es nuestra obligación, la de los responsables públicos. “El interés de un político –escribe Ignatieff– reside en saber si el tiempo para una determinada idea ha llegado o no”. Porque mi compromiso consiste precisamente en impulsar todas aquellas ideas cuyo tiempo ha llegado, después de realizar una concienzuda observación de nuestra realidad social, de saber si así lo percibe la comunidad jurídica, y por supuesto de escuchar a los grupos presentes en esta comisión. 

Creo que tenemos la oportunidad de aprovechar este último año de Legislatura para, entre todos, sacar adelante muchas de las reformas que la Justicia española precisa, y que, estoy seguro, tendrán reflejo positivo en nuestra sociedad y en el propio funcionamiento del Estado. Es la responsabilidad por la que los ciudadanos nos han situado aquí, a Gobierno y oposición. Mi mano está tendida.

Muchas gracias”.
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